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RESUMEN

Este trabajo examina la relación entre la normativa de empleo y la del derecho del trabajo,
entendida como un lugar de reunión en el que discurso y realidad se concitan, condicionando
las diferentes sensibilidades de la política legislativa en materia de empleo, así como garanti-
zando la realización del proyecto político del trabajo decente, entendido como contenido socio-
político del Derecho del Trabajo que ha de asegurar una calidad del empleo que consienta una
existencia digna a las personas que trabajan. Todo ello, en un contexto en el que los antece-
dentes previos a la Ley 3/2023, de Empleo, abordaban esta cuestión como una materia estric-
tamente económica, que daba como satisfactoria la creación de que cualquier tipo de empleo,
también y sobre todo aquel precario. Esta configuración jurídica de la normativa sobre empleo
ha repercutido inevitablemente en el derecho del trabajo arrojando negativas consecuencias
tanto en la creación del empleo como, sobre todo, en la calidad de éste, dotando de un sentido
único a la normativa del Derecho del Trabajo: aquel relacionado con la satisfacción de las ne-
cesidades empresariales.

ABSTRACT

This paper examines the relationship between employment regulations and labour law, un-
derstood as a meeting place where discourse and reality come together, conditioning the different
sensibilities of legislative policy on employment, as well as guaranteeing the realisation of the
political project of decent work, understood as the socio-political content of labour law that must
ensure a quality of employment that allows a dignified existence for those who work. All of this,
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in a context in which the precedents prior to Law 3/2023, on Employment, approached this issue
as a strictly economic matter, which considered the creation of any type of employment, including
and above all precarious employment, as satisfactory. This legal configuration of employment
law has inevitably had repercussions on labour law, with negative consequences both on the
creation of employment and, above all, on the quality of employment, giving a single meaning
to labour law regulations: that related to the satisfaction of business needs.

Palabras clave: Empleo, mercado de trabajo, derecho del trabajo.

Key words: Employment, labour market, labour law.

1. EL DERECHO DEL TRABAJO COMO HORIZONTE DEL EMPLEO DIGNO

El encuentro del empleo con el derecho del trabajo es determinante. El lugar de reunión
entre ambos es en el que discurso y realidad se concitan, condiciona no solo las diferentes sen-
sibilidades de la política legislativa en la materia, sino también, por un lado, la materialización
por parte de los poderes públicos del mandato constitucional contenido en el art. 40.1 CE, rela-
tivo a la realización de políticas orientadas al pleno. Por otro, la realización del proyecto político
del trabajo decente, entendido como contenido sociopolítico del Derecho del Trabajo que ha de
asegurar una calidad del empleo que consienta una existencia digna. 

Sin embargo, desde hace demasiado tiempo, el empleo ha aparecido abordado estricta-
mente como una cuestión de política económica. La creación de empleo había experimentado
una escisión de su vertiente sociopolítica, conformando una relación entre discurso y realidad
atravesada por la aceptación política y jurídica de que cualquier tipo de empleo, también y sobre
todo aquel precario, resultaba funcional a la economía. Con ello, el derecho del trabajo se había
visto violentamente encorsetado, obligado a negar su relevante función en la construcción de
la política social de nuestro país, arrojando negativas consecuencias tanto en la creación del
empleo como, sobre todo, en su calidad.1

De este modo, las políticas activas de empleo han desempeñado durante un largo ciclo un
papel de amortiguador económico-empresarial, despreocupándose de su función de integración
social de las personas que trabajan en situación de desempleo, más allá de la mera constata-
ción, cuando ello se ha producido, de la creación de empleo en un dado momento. Dicho de
otro modo, el objetivo de la creación de empleo, desprendido de la importancia de su calidad,
se había trasladado a las políticas activas de empleo como un mecanismo de reducción de cos-
tos laborales a modo de condición sine qua non para la creación de empleo, dibujando un ho-
rizonte economicista para el derecho del trabajo en el que su función inmediata, a través de la
técnica jurídica de la flexibilidad (flexsecurity), consistía estrictamente en la reducción de los
estándares de tutela laboral.2 Se ha asistido, pues, a una suerte de subvención de la contrata-
ción de las personas que trabajan, donde la ausencia de evaluaciones de su impacto ha provo-
cado, además, un efecto prolongado de peso muerto.     

La entrada en vigor de la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo parece concitar las es-
peranzas de un cambio de rumbo de las políticas públicas de empleo ofreciendo, según se sos-
tiene como premisa, un horizonte al Derecho del Trabajo ¿O quizá es, al contrario, el nuevo
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1 Una lectura esclarecedora sobre este fenómeno a partir de las reformas laborales de 2010 y 2012, en CABEZA
PEREIRO, J., «La devaluación de las garantías del empleo: el reducido control de la decisión unilateral del em-
presario», Cuadernos de Relaciones Laborales, núm. 40(1), 2022, pp. 57-76.
2 En este sentido, BAYLOS GRAU, A., «Creación de empleo, mercado de trabajo y Derecho del Trabajo en torno
a la experiencia española», Relaciones Laborales, n.º 2, 2009, pp. 789-802.
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cuño de la normativa laboral que aparece a partir de marzo de 2020 ha motivado un retorno a
la concepción de las políticas públicas de empleo como parte relevante de la política social?   

Sea como fuere, la reciente normativa sobre empleo parece querer revitalizar su función
como ariete contra la exclusión, a favor de la integración social desde la creación de empleo.
Lo que no resulta en absoluto desenfocado a la luz de algunos datos sobre pobreza y exclusión
social, que relacionan la reducción del desempleo durante el año 2022 en 1,8 puntos, unas
840.000 personas, con aquella del número de personas que viven en hogares con baja inten-
sidad de empleo.3

La nueva normativa de empleo ha puesto las bases para superar la relación tradicional entre
empleo y normativización de las relaciones laborales, resignificando la función sociopolítica del
Derecho del Trabajo como vehículo de acceso a la ciudadanía, así como la realización del pro-
yecto político del trabajo decente.4

La regulación de las políticas públicas de empleo en la Ley 3/2023 se debe contextualizar
en el cumplimiento de los compromisos asumidos por el Gobierno en el marco del Plan de Re-
cuperación, Transformación y Resiliencia, cuya Componente 23 «Nuevas políticas públicas para
un mercado de trabajo dinámico, resiliente e inclusivo», encua-drado en el área política VIII
«Nueva economía de los cuidados y políticas de empleo», tiene como reto y objetivo impulsar,
en el marco del diálogo social, la reforma del mer-cado laboral español para adecuarlo a la re-
alidad y necesidades actuales y entre las re-formas propuestas en este componente se incluye
con el número 5 la «Modernización de políticas activas de empleo», contemplando como una
de las actuaciones a desarrollar la modificación del texto refundido de la Ley de Empleo, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, para potenciar los instrumentos
de actuación y de coordinación del Sistema Nacional de Empleo.5

2. DIAGNÓSTICO, CONCEPTOS Y OBJETIVOS DE POLÍTICA DEL DERECHO EN LA
LEY 3/2023, DE EMPLEO

El objetivo de la integración social a través del empleo y la protección social no resulta, hoy,
tarea sencilla a la luz del contexto socioeconómico en el que nos encontramos desde el año
2010, tan dinámico como distópico. Un aluvión de acontecimientos de distinto signo se han su-
cedido cercenando las expectativas de crecimiento económico y progreso social. La crisis de la
austeridad, la emergencia sanitaria provocada por la pandemia, la invasión de Ucrania, el in-
cremento del precio de la energía, la inflación y el colapso medioambiental han contribuido, por
el momento, a una nueva configuración de la vulnerabilidad social, de la vulnerabilidad laboral,
así como de la precariedad.6 Quizá por ello, el objetivo general de la normativa sobre empleo
se residencia en la integración social a través del empleo digno y la protección social suficiente. 
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3 EUROPEAN ANTI-POVERTY NETWORK (EAPN), El estado de la pobreza en España 2021. Avance de resul-
tados. El texto se puede consultar en https://www.eapn.es/ARCHIVO/documentos/noticias/1629703748_el-es-
tado-de-la-pobreza.-avance-resultados-julio-2021-v2.pdf
4 Una reivindicación que ya aparecía en la doctrina iuslaboralista europea con carácter previo a la crisis de la aus-
teridad. Destacadamente, JEAMMAUD, A., Mercado de trabajo y Derecho del Trabajo». Revista de Derecho So-
cial, n.º 39, 2007.  
5 ALFONSO MELLADO, C. L., «La nueva Ley de Empleo: una Ley necesaria y ¿eficaz?», Briefs AEDTSS, 21,
2023. https://www.aedtss.com/wp-content/uploads/2023/03/21_ALFONSO-MELLADO_-ley-de-empleo-general-
1.pdf
6 Resulta muy estimulante la distinción de los conceptos de vulnerabilidad social, vulnerabilidad laboral y preca-
riedad laboral que plantea en el trabajo de MERINO SEGOVIA, A., «La vulnerabilidad social desde la perspectiva
del empleo y la protección social», presentado como Ponencia General al Congreso Anual de la Asociación Es-
pañola de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. https://www.youtube.com/watch?v=Z7kwjutvBT8
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La reformulación dinámica de la situación socioeconómica, en España como en Europa7,
exige en primer lugar aceptar el fracaso del modelo de empleo previo a la actual normativa en
la que se aceptaba acríticamente que estar en una situación de empleo consentía a las personas
escapar de la situación de vulnerabilidad y/o exclusión social. Es, por tanto, la búsqueda del
trabajo decente lo que inspira a la reciente normativa en materia de empleo.  

Cómo identificar a las personas en situación de vulnerabilidad social, superando por tanto
los estereotipos de la existencia de personas vulnerables, tratadas con demasiada frecuencia
desde la culpabilidad individual por su propia condición de existencia.8 En este sentido, la Ley
3/2023 introduce una reformulación del concepto de empleabilidad, que ha determinado tradi-
cionalmente el acceso a las políticas públicas de empleo.9 La «empleabilidad», por tanto, resulta
ser un concepto esencialmente de política del Derecho, dotado de contenido a partir de las di-
versas concepciones ideológicas, habiendo resultado hegemónica hasta el momento actual
aquella que hace hincapié en el lado de la oferta. No obstante, como contrapunto, se han de
señalar otras lecturas de la empleabilidad que concentran la atención en la demanda, referidas
a la situación de la empresa concreta, el funcionamiento del propio mercado de trabajo o el con-
junto de la economía, incluyendo las circunstancias personales de la persona demandante de
empleo.

El art. 34 de la vigente Ley de Empleo procede a definir la empleabilidad a partir de la idea
de la interacción entre las competencias y cualificaciones del sujeto y factores exógenos como
las condiciones de mercado de trabajo, exigiendo que se produzca una suerte de ajuste «entre
las competencias propias y las demandadas por el mercado de trabajo». La actual normativa
sobre empleo aborda la cuestión del empleo y del desempleo desde una concepción plural que
trasciende el comportamiento y capacidades de las personas demandantes de empleo.10

Constituye éste, por tanto, uno de los principales retos conceptuales de la normativa de em-
pleo que, de este modo, parece interrogarnos sobre el mejor criterio para identificar las priori-
dades de la intervención pública en la materia: ¿grupos sociales, sectores de actividad? A este
respecto, acudir a categorías generales podría resultar más eficaz desde un punto de vista so-
cial. Es por ello, que la condición social, entendida como un estado interseccional de la persona
que trabaja, podría constituir un buen criterio para determinar el grado de vulnerabilidad y el
tipo de acción a realizar por parte del poder público. Además de señalar posibles situaciones
de vulnerabilidad social, la condición social podría tomarse como criterio para reforzar la garantía
del principio de no discriminación. 

Entre los objetivos de la norma, se encuentra, además la garantía de la no discriminación
en la regulación y aplicación de las medidas de fomento del empleo, la contratación y la promo-
ción con carácter prioritario del empleo estable y de calidad de las personas y colectivos consi-
derados vulnerables o de baja empleabilidad (art. 39). Al respecto, cabe destacar cómo este

DLPolíticas públicas de empleo en la Ley 3/2023...58

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Políticas públicas de empleo..., págs. 55 a 70

7 Un reciente estudio sobre pobreza en la Unión Europea indica la composición de ésta en tiempos actuales.
RATTI, L. y GARCÍA-MUÑOZ, A., «EU law, In-Work Poverty, and vulnerable workers», European Law Open, núm.
1, 2022, pp. 733 y ss.
8 Se ha señalado por la doctrina más atenta que, en este sentido, «es pertinente una revisión dogmática que haga
énfasis en el derecho individual al diseño de la carrera profesional propia y a mejorar la relación personal con el
empleo y que pondere las situaciones especialmente dificultosas para compensarlas adecuadamente. Es decir,
el reconocimiento de una baja empleabilidad no implica necesariamente, ni debe traducirse de ninguna manera,
en un estigma ni en una imputación de responsabilidad alguna». En APARICIO TOVAR, J., BAYLOS GRAU, A. y
CABEZA PEREIRO, J., «Estado social, derecho al trabajo y política de empleo». Revista de Derecho Social, n.º
100, p. 28.
9 Ramos Quintana, M. I., «Empleabilidad: una crítica al concepto desde el Derecho del Trabajo», Trabajo y Dere-
cho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, 97, 2023, Wolters Kluwer, pp. 1-2 (ejemplar electrónico).
10 En similares términos, PEREZ DEL PRADO, D., «La Ley 3/2023 de empleo: un paso más en la modernización
de las políticas de empleo en España (primera parte)». Trabajo y Derecho 102/2023 (junio), p. 4.
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objetivo concentra la atención en el momento precontractual para impedir que la identidad de
las personas que trabajan comporte un tratamiento discriminatorio, introduciendo para corregir
estas conductas antijurídicas el criterio de la interseccionalidad. Así, se desprende de la lectura
atenta del art. 50 Ley 3/2023, de Empleo, en el que de manera programática se mencionan al-
gunos de los colectivos de personas que merecen una atención prioritaria, en los que destaca
la identidad de las personas como posible motivo de exclusión y, en su caso, discriminación.   

No cabe duda, a la luz de lo expuesto, que determinadas relaciones de empleo son genera-
doras de una violencia social capaz de provocar vulnerabilidad y/o exclusión social. Este ha
sido el caso arquetípico de las relaciones laborales de carácter temporal en la experiencia es-
pañola durante cuatro décadas. Ello comporta, entonces, entender que el derecho del empleo
y del derecho del trabajo no pueden entenderse como compartimentos estancos, como tampoco
generar dinámicas relacionales en las que el segundo sirva para degradar condiciones de tra-
bajo y, por tanto, de vida como premisa para la creación de empleo. La recuperación del principio
de estabilidad en el empleo a partir de la reforma laboral contenida en el RD Ley 32/2021 ha
servido para entender la normativa sobre empleo con autonomía y sustantividad que propicien
un mercado de trabajo más sólido, menos esporádico, con mayor estabilidad en el empleo y
más derechos para las personas trabajadoras. 

3. LÍMITES DE LAS POLÍTICAS DE EMPLEO PÚBLICO: CONTINUIDADES Y NUEVOS
ESPACIOS PARA LA REFLEXIÓN

Sin pretender restar importancia a la contribución de las políticas públicas de empleo en ma-
teria de integración social en su relación, especialmente, con las funciones de colocación y re-
colocación de personas demandantes de empleo, resulta prudente introducir la cuestión relativa
a la capacidad que éstas ostentan para transformar o adaptar el mercado de trabajo, a la luz de
la participación que en éste se produce por parte de una pluralidad de actores provenientes de
ámbitos diferentes, así como de coyunturas referidas especialmente a la situación económica11.  

Ahora bien, siendo lo anterior cierto, no cabe desconocer la situación inédita en la que se
encuentra actualmente la relación entre creación de riqueza y la cuestión, cuantitativa y cuali-
tativa, del empleo. En el ya largo ciclo de las relaciones laborales democráticas se había trabado
una correosa relación entre incremento de la riqueza y creación de empleo. De forma tal, que
la creación de empleo se circunscribía de forma teórica a coyunturas económicas en las se pro-
dujera un aumento de la riqueza, medida a través de la evolución del Producto Interior Bruto.
Solo determinados niveles de crecimiento económico, entre el 1,5 % y 2 %, parecían permitir la
creación de empleo. Esta indemostrada relación científica, se ha visto muy cuestionada a partir
del año 2020 en el que se ha asistido a una creación de empleo independiente del incremento
del PIB, abandonando además ciertas fórmulas, basadas en la idea de la devaluación de los
derechos laborales como mecanismo de crecimiento económico, que se habían instalado con
normalidad en el funcionamiento de la normativa laboral en tiempos de crisis. 

Lo afirmado anteriormente, se ha de relacionar con la capacidad de transformación y/o adap-
tación de los comportamientos económico-empresariales por parte de la normativización socio-
laboral. El ciclo 2020-2023 ha reformulado la capacidad de la normativa laboral admitiendo una
influencia en las políticas económico-empresariales. Lo cual, como se analizará enseguida, no
implica el desvanecimiento de los límites de las políticas públicas de empleo derivados, seña-
ladamente, de la libertad de empresa, aunque sí obliga a reflexionar sobre la inercia de esta in-
terpretación.
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11 En este sentido, CRUZ VILLALÓN., J., «El gobierno del empleo», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII
Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de
mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, pp. 189-190. 
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En esencia, se ha admitido sin dejar espacio a la duda que la libertad de empresa confiere
a los sujetos empresariales una capacidad casi omnímoda de adaptar el tamaño de la plantilla
acogiendo como único criterio la viabilidad del proyecto empresarial en un contexto de economía
competitiva. Lo que parecería traducirse falazmente en una libertad empresarial de contratación
y despido. De lo que se derivaría la limitada capacidad de las políticas públicas de empleo en
la determinación, por tanto, de la relación entre viabilidad económica y volumen y calidad del
empleo en el concreto espacio empresarial. Al respecto, cabe señalar al menos cuatro ejemplos
que incentivan el espacio para la reflexión sobre esta interpretación de la libertad de empresa
en relación con el empleo.

El primero de ellos tiene que ver con el nuevo uso de la flexibilidad interna, reducción de jor-
nada y suspensión del contrato de trabajo, como mecanismo que limita la capacidad del sujeto
empresarial de determinar unilateralmente el volumen de empleo en situaciones en los que esté
en riesgo la viabilidad del proyecto empresarial.

El segundo ejemplo, las reservas y exclusiones obligatorias en la contratación de personas
trabajadoras. Es este el caso del establecimiento de cuotas de reserva en la contratación de
personas con capacidades diversas tanto en empleo público, como en el privado. 

El tercer ejemplo lo encontramos en la posibilidad de que el convenio colectivo, preferente-
mente de ámbito sectorial, introduzca cláusulas de jubilación forzosa con obligación de realizar
nuevas contrataciones laborales (contratos de relevo).

El cuarto y último ejemplo que se propone es el relativo al impacto en términos de cantidad
y calidad de empleo derivadas de ciertas modificaciones de la normativa en materia de contra-
tación laboral, como la contenida en el RD Ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas ur-
gentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación
del mercado de trabajo.

Estos cuatro ejemplos permiten atisbar otras circunstancias en las que la normativa laboral
y de empleo exijan a los sujetos empresariales introducir modificaciones en la organización de
los recursos humanos que tengan un impacto directo y positivo en la creación de empleo de
calidad, como destacadamente podría ocurrir con hipotéticas intervenciones normativas para
asegurar eficazmente el derecho a la seguridad y salud de las personas trabajadoras.

3.1. El (buen) gobierno del empleo

Uno de los aspectos más controvertidos en materia de empleo es el referido al aparataje
institucional dispuesto para su (buen) gobierno. O lo que es lo mismo, la búsqueda de una es-
tructura institucional que resulte lo más eficaz posible para la consecución de los objetivos de
colocación y recolocación de personas demandantes de empleo. Al respecto, no resulta banal
recordar que hace ya más de tres décadas que la institucionalidad en materia de empleo aban-
donó el modelo basado en el monopolio público. 

La influencia europea, a través de la experiencia del Método Abierto de Coordinación, trans-
formó esta institucionalidad en un mapa complejo en el que administraciones públicas, sindica-
tos, sociedad civil han de coordinarse y articularse para asegurar un buen gobierno del empleo,
basado en la atención personalizada y la creación de itinerarios individuales en el que la bilate-
ralidad entre los sujetos de las políticas activas y pasivas de empleo sea una de sus principales
señas de identidad. 

Para ello, resulta fundamental una buena coordinación administrativa, basada en la descen-
tralización y en la atención de proximidad, así como alcanzar una agilidad en los procedimientos
para establecer los itinerarios individuales de las personas demandantes de empleo, fijado hoy
en la norma en un plazo máximo de un mes (art. 56.3 Ley de Empleo).
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Bajo este convencimiento, la Ley 3/2023 conforma el Servicio Público de Empleo a partir de
la Agencia Española de Empleo, como instrumento de coordinación del Sistema Nacional de
Empleo y Asuntos en el marco de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales. Por
lo que la coordinación en materia de empleo cuenta con una pluralidad de agentes que com-
prende desde la Agencia Española de Empleo, los servicios públicos de empleo de las Comu-
nidades Autónomas, las agencias privadas y colaboradoras de empleo, las Corporaciones
locales y la Red Europea de Servicios de Empleo (EURES). 

Esta articulada coordinación en materia de información de empleo ha de partir del hecho
objetivo de la pérdida de protagonismo de los agentes tradicionales, públicos y privados en ma-
teria de empleo a favor de búsqueda de empleo por Internet.  Por lo que, a la necesidad de
adaptación de este espacio a la transición digital, se ha de prestar especial atención igualmente
a los recursos digitales de transmisión y coordinación de la información en materia de empleo
(Portales de Empleo).12

4. DIÁLOGOS ENTRE POLÍTICAS ACTIVAS Y PASIVAS DE EMPLEO

Cabe afirmar que las relaciones entre políticas activas y pasivas de empleo han sido tradi-
cionalmente de contraposición, de tal forma que las segundas han tenido como finalidad la pro-
tección económica de la persona desempleada durante el lapso que dure la transición de un
empleo a otro. Por su parte, las primeras han presentado rasgos definitorios aglutinados en
torno a la batería de servicios y programas de orientación, intermediación, empleo, formación
en el trabajo. Esto es las políticas activas de empleo se han centrado en la creación de empleo
y la mejora de las posibilidades de acceso a un empleo digno de las personas demandantes de
empleo, así como a la mejora de su empleabilidad.

La integración social exige a las políticas públicas de empleo ser capaces de reaccionar
ante las diversas situaciones de transiciones entre un empleo y otro, dando cuenta de las posi-
bilidades en las que no resulte posible la satisfacción de las necesidades vitales a través del
salario que proporciona otro empleo. Es por ello, que el diseño de las políticas públicas de em-
pleo comporta la reflexión previa sobre cómo enfrentar de la manera más eficaz posible las di-
ferentes situaciones de vulnerabilidad social. Se trata de una reflexión que concierne al
entendimiento de cómo está conformada la vulnerabilidad que se pretende revertir en forma de
integración social. 

Ahora bien, los diálogos entre políticas activas y pasivas de empleo han determinado un
proceso de intervención de éstas en las que la activación de las personas demandantes de em-
pleo ha condicionado el acceso a las políticas pasivas de empleo (workfare). De ahí se ha de-
rivado una máxima política errónea basada en que la aceptación de cualquier tipo de empleo,
también aquel precario, resulta siempre más adecuado que cualquier otra posibilidad como la
protección social. La presencia en el ordenamiento jurídico español de mecanismos como la
oferta adecuada de empleo o el compromiso de actividad evidencian una tendencia de las re-
laciones dialécticas entre políticas activas y pasivas de empleo, así como de las personas ca-
rentes y demandantes de empleo. Es más, ha llegado a instalase con cierta contundencia la
idea de que las políticas pasivas de empleo constituyen un desincentivo para las personas de-
mandantes de desempleo y en búsqueda de empleo. De este modo hay que entender las pro-
puestas dirigidas a recortar la protección social destinada a las situaciones de desempleo, como
señaladamente ha ocurrido —y ocurre— con reivindicaciones relativas a la duración de la per-
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12 Rojo Torrecilla, E., «La nueva Ley de Empleo. Una apuesta por la empleabilidad y la atención a la persona»,
Briefs de la AEDTSS, Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, 2023, fecha de con-
sulta 2 marzo 2023, en https://www.aedtss.com/la-nueva-ley-de-empleo-una-apuesta-por-la-empleabilidad-y-la-
atencion-a-la-persona/
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cepción de la prestación por desempleo. Frente a esta interpretación autoritaria de la realidad
del desempleo resulta más estimulante aquella otra que entiende que la clave de este reto social
reside en una inadecuación de la cualificación profesional, ya sea cuantitativa que cualitativa,
y, por ello, la normativa vigente acoge la formación y las necesidades del mercado de trabajo
como ejes fundamentales de su intervención. 

En otros términos, la integración social puede encontrar en el empleo digno su llave maestra,
pero ello no siempre resulta posible, ya que determinadas situaciones de exclusión social de
las personas las alejan de la condición de empleabilidad, entendida como criterio que determina
el tipo de recurso de política pública de empleo adecuado a cada caso. Si el resultado del aná-
lisis de la empleabilidad de la persona demandante arrojara como conclusión la posibilidad de
que sea el empleo el vehículo de integración social, se deberá, entonces, atender individual-
mente su itinerario, buscando la realización de su derecho individual del diseño de una carrera
profesional que mejore su relación personal con el empleo, tratando de compensar adecuada-
mente las dificultades que rodeen su situación de vulnerabilidad sociolaboral.13

Y ello, desde una concepción de la política pública que aborde las situaciones de vulnerabi-
lidad como un proceso de dimensión colectiva (crisis económicas, desempleo forzado, insufi-
ciencia de las condiciones habitacionales, dificultades de acceso a Internet…), evitando no sólo
la culpabilización de la persona en concreto, sino también la estereotipación identitaria.

Si, por el contrario, no resultara posible la empleabilidad de la persona por diferentes motivos,
convergentes en la idea de una atención imprescindible a necesidades previas que impiden su
inserción en el empleo, son las políticas pasivas de empleo las que han de actuar preferente-
mente acompañadas de otras que se dirijan a alcanzar la empleabilidad suficiente para acceder
al empleo. Ahora bien, las políticas pasivas presentan el riesgo de profundizar las situaciones
de vulnerabilidad, pobreza y exclusión social. La divergencia que se ha producido entre los in-
dicadores de suficiencia económica en el ámbito del trabajo por cuenta ajena, Salario Mínimo
Interprofesional e Indicador Público de Rentas de Efectos Múltiples, resultan desfavorables a la
consecución de la integración social. Repárese en las diferencias que al respeto derivan del
tipo de política pasiva de empleo, contributiva o asistencial, y de las repercusiones que ellas
comportan en términos de alcanzar una suficiencia económica capaz de la integración social.14

Como puede apreciarse es éste un debate de equilibrios delicados, entre intervenciones de
las políticas activas y pasivas de empleo, cuya problemática ha pivotado tradicionalmente entre
el concepto productivista de activación de la persona demandante de empleo y la condición de
sospechoso, quizá por vago, de la persona que accede a la protección social. El giro de la Ley
3/2023, aunque no es completo, si apunta a un redimensionamiento de la comprensión de las
funciones bien distintas que desempeñan las políticas activas y pasivas de empleo, donde las
últimas no cumplen estrictamente con la función de acceso al derecho al trabajo.    

5. POLÍTICAS ACTIVAS DE EMPLEO

Las políticas activas de empleo aparecen reguladas en el Título I de la Ley de Empleo, de-
finiéndolas como «el conjunto de decisiones, medidas, servicios y programas orientados a la
mejora de la empleabilidad y reducción del desempleo, al pleno desarrollo del derecho al empleo
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13 En este sentido, APARICIO TOVAR, J., BAYLOS GRAU, A. y CABEZA PEREIRO, J., «Estado social, derecho
al trabajo y política de empleo»… op. cit., pp. 28-29.
14 Al respecto, resulta de interés la lectura del trabajo de ALVÁREZ CORTÉS, J. C., «La brecha entre salario mí-
nimo y el indicador público de renta de efectos múltiples y sus efectos en el sistema de protección social», NET21,
n.º 10, 2023. El texto se puede consultar en https://www.net21.org/wp-content/uploads/2022/02/LA-BRECHA-
ENTRE-SALARIO-MINIMO-INTERPROFESIONAL-Y-EL-INDICADOR-PUBLICO-DE-RENTA-DE-EFECTOS-
MULTIPLES-Y-SUS-EFECTOS-EN-EL-SISTEMA-DE-PROTECCION-SOCIAL.pdf. 
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digno, estable y de calidad, a la generación de trabajo decente y a la consecución del objetivo
del pleno empleo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 35 y 40 de la Constitución y
en el marco de la estrategia coordinada para el empleo de la Unión Europea». Los dos objetivos
prioritarios de aquéllas recaen sobre la mejora de la empleabilidad, en primer lugar, pero también
a la mejora de la calidad del empleo para la realización del proyecto político del trabajo decente.
Estos dos objetivos convergen en señalar a la formación como la herramienta más útil para su
realización, entendida ésta como el resultado del compromiso de ambas partes de la relación
laboral. A estos efectos, cabe señalar como novedad más relevante la importancia que se con-
cede de la formación de los sujetos empresariales como pieza clave y decisiva en términos
tanto de empleabilidad, como de adaptación y transformación del modelo productivo.15

La integración social encuentra en la empleabilidad una de sus principales llaves de posibi-
lidad, constituyendo la formación uno de los ejes fuerza de la Ley de Empleo en un contexto de
transformación tanto del modelo productivo como del mercado de trabajo. En este sentido, el
modelo de contratación formativo diseñado en la reforma laboral de 2021, hacia una formación
dual, parece contribuir a mejora la empleabilidad de las personas demandantes de empleo, sin
que ello impida advertir determinados escollos relacionados, entre otros factores, con la falta
de unicidad entre los diferentes agentes formativos, por ejemplo, entre la Universidad y la For-
mación Profesional. 

La configuración de la formación en la Ley 3/2023 destaca especialmente por entender que
la empleabilidad es una situación que se alcanza con la implicación y compromiso de ambas
partes de la relación laboral, por lo que el ámbito subjetivo de ésta acoge tanto a personas tra-
bajadoras como a sujetos empresariales. La importancia de la formación de los sujetos empre-
sariales es decisiva en términos de empleabilidad, así como de adaptación y transformación
del modelo productivo. Se ha de recordar cómo la ley 3/2023 ha acogido el contenido de la
Componente 23 en la que se hace referencia a la nueva economía de cuidados en relación con
las políticas de empleo. Además, resulta un pilar basilar de la modernización de las políticas
públicas de empleo, atender los retos de la transformación digital y ecológica, tomando siempre
como referencia la cohesión social y territorial, así como la igualdad de género. 

Esta concepción de la Ley de Empleo en el diseño de las vías de mejora de la empleabilidad
exige dotarse de medidores de la empleabilidad y, en última instancia, de la adecuación y efi-
cacia de la formación (art. 36 Ley de Empleo). Se trata de una obligación que dota de seguridad
y certidumbre al sistema formativo, por lo que su desarrollo reglamentario resultará definitivo a
estos efectos.

El otro eje-fuerza de las políticas activas de empleo se localiza en la labor de intermediación
laboral que, desde una perspectiva cronológica, ha evolucionado a partir de los años 80 del
siglo pasado hacia el convencimiento de los efectos positivos que aportan en la materia las co-
laboraciones público-privado, ya se traten de agencias de colocación con o sin ánimo de lucro,
donde las empresas de trabajo temporal no fueron reconocidas como operadores legítimas
hasta la reforma laboral 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado
de trabajo. Ello, no obstante, no ha impedido la centralidad de los servicios públicos de empleo
estatal y autonómicos en la labor de colocación y recolocación de personas demandantes de
empleo. 

El nuevo concepto de la intermediación laboral, previsto en el art. 40.2 de la Ley de Empleo,
incluye tanto la prospección y captación de ofertas; la puesta en contacto (colocación y recolo-
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15 Se trata de una característica de la formación que ha sido destacada especialmente por CAMAS RODAS, F.,
«Empleabilidad-formación tras la Ley 3/2023, de 28 de febrero de 2023», en AA.VV., Empleo y protección social.
XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25
y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, pp. 63-68.
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cación); la selección de personas idóneas, sin sesgo o estereotipo de género, edad o discapa-
cidad; así como los apoyos necesarios para mejorar las circunstancias personales de la persona
demandante de empleo. Este conjunto de novedades reposa sobre la introducción de las tasas
de empleabilidad e intermediación laboral, a modo de evaluación del funcionamiento de las po-
líticas públicas de empleo. 

En último lugar, se ha de destacar cómo la modernización de las políticas públicas de empleo
a partir de la Ley 3/2023 se localiza en una serie de intervenciones relacionadas, en primer
lugar, con la supresión de las subvenciones y bonificaciones a la contratación laboral no ligadas
a procesos formativos, la promoción de una mayor colaboración público-privada tanto en los
procesos de formación como de intermediación, así como en el recurso a la Inteligencia Artificial
a través de la implantación del Portal único de Empleo como mejora de la coordinación entre
los distintos agentes.

6. POLÍTICAS PASIVAS DE EMPLEO

Con carácter general, el análisis de las políticas pasivas de empleo pasa necesariamente
por el examen de las prestaciones y subsidio por desempleo tanto en el ámbito contributivo
como asistencial, advirtiendo de entrada que se detecta: i) una ausencia de coordinación entre
los niveles contributivo y asistencial. En este último nivel se exige haber agotado la prestación
contributiva, haber cotizado y que la percepción del subsidio tenga como finalidad mejorar la
ocupabilidad de la persona que lo recibe; ii) la cuantía del subsidio por desempleo en el nivel
asistencial se aleja cada vez más del SMI y iii) no tiene carácter complementario o residual
frente a las políticas activas, adquiriendo especial relevancia en el caso de los trabajadores atí-
picos.

En materia de coordinación de las políticas pasivas de empleo, entre los niveles contributivo
y asistencial, se ha de hacer especial mención al proceso de envejecimiento en el que está in-
merso España16, muy similar al que con carácter general se experimenta en el conjunto de pa-
íses que conforman la Unión Europea, donde las situaciones de desempleo suelen resultar más
frecuentes e intensas en las personas trabajadoras comprendidas en la franja de edad entre 55
años y 64 años. Resulta muy relevante a estos efectos la introducción de medidas de prevención
del abandono temprano del mercado de trabajo de las personas trabajadoras de mayor edad,
así como, en su caso, un acompañamiento lo más digno posible hasta la situación de jubilación.     

En lo que al desempleo contributivo atañe se ha afirmado que estamos ante una prestación
compleja, cambiante, antigua, con un nivel de protección limitado y muy condicionada por la si-
tuación económica del momento.17 A grandes rasgos, la prestación por desempleo contributiva
presenta una serie de características que se han ido conformando con el paso del tiempo y de
las reformas, donde cabe destacar en primer lugar, cómo el ámbito subjetivo de ésta queda re-
ferido casi exclusivamente al trabajo típico, dejando fuera de su cobertura principalmente a jó-
venes desempleados o jóvenes que no hayan cotizado; trabajadores migrantes sin autorización
de trabajo y residencia; así como al trabajo a tiempo parcial.18

Los requisitos para acceder a la prestación contributiva por desempleo se aglutinan en torno
a la búsqueda activa de empleo, a una colocación adecuada de empleo, a la asunción de la
persona demandante de empleo de su compromiso con la formación, así como de los requisitos
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16 Véase al respecto, el Informe del Observatorio de las ocupaciones, Informe del mercado de trabajo de los ma-
yores de 45 años. El texto se puede consultar en file:///C:/Users/FcoJose.Trillo/Downloads/IMT-MAYORES45-
2023-DAT-2022%20(1).pdf
17 En GALA DURÁN, C., «La prestación contributiva por desempleo. ¿la reforma pendiente?», en AA.VV., Empleo
y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad
Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social. Madrid, 2023, p. 111.
18 Ibid., pp. 116-117.
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para su reconversión. Buena parte de estos requisitos constituyen todavía una manifestación
del principio de activación que ha presidido el acceso a las políticas de protección social ante
la pérdida de empleo. 

Por su parte, el ámbito material está atravesado por el elemento de la involuntariedad de la
pérdida del empleo, circunscrito a las situaciones de suspensión contractual y del mecanismo
RED, sin que ello exija un periodo previo de cotización; la reducción de jornada entre un 10 %
y un 70 % o haber sufrido violencia de género.

En relación con la configuración temporal de la prestación exige una cotización mínima de
360 días en los seis años anteriores al hecho causante, dando derecho a una prestación, según
los casos, entre 120 días y 720 días. Esta amplitud de la duración de la prestación contributiva
de desempleo ha motivado algún interrogante relacionado con los hipotéticos efectos positivos
en la búsqueda de empleo su se redujera el tiempo máximo del derecho.

Pese a que la prestación contributiva por desempleo se configura jurídicamente en torno a
las cotizaciones realizadas previamente por la persona trabajadora, la normativa al respecto in-
cluye alguna exigencia a modo de contrapartida que cuestiona tanto la involuntariedad de la si-
tuación de desempleo como el reconocimiento mismo del derecho. La obligación de realizar
trabajos de colaboración social resulta muy contradictoria por no ser un requisito constitutivo
del acceso al derecho, pero sí un motivo de pérdida de éste. 

El nivel asistencial de las políticas pasivas de empleo cumple con el objetivo de evitar que
existan estados de carencia sin protección social, lo que obliga, como ya se ha tenido oportu-
nidad de abordar, una mejor coordinación entre los niveles contributivo y asistencial. De otro
modo, parecería atribuirse al nivel asistencia una función de reversión contra la pobreza y ex-
clusión social. 

Sin embargo, la protección por desempleo asistencial debería cumplir con la función de iden-
tificación de la necesidad a cubrir, además de exigir que se haya agotado previamente el desem-
pleo contributivo y acreditar las exigencias de la normativa. 

Se asiste, visto lo anterior, a la construcción inacabada de un modelo de protección social
en el que se puede afirmar una universalización parcial de la Seguridad Social asistencial, te-
niendo como punto de inflexión la aparición del IMV (RD Ley 20/2020 y la Ley 19/2021).19 En
este sentido, se ha criticado que la duración del subsidio por desempleo aparece vinculado a
requisitos impropios de este ámbito relacionados con el esfuerzo contributivo previo, sin refe-
rencias a parámetros adicionales más relacionados con el nivel asistencial. Del mismo modo,
el establecimiento de la cuantía única fijada en el 80% del IPREM no parece responder satis-
factoriamente a la satisfacción de necesidades básicas que consientan la integración social ni
tampoco en un momento posterior la inserción laboral. 

Los colectivos a los que se refiere la prestación son personas trabajadoras que habiendo
agotado la prestación contributiva y sin haber encontrado empleo: i) tengan responsabilidades
familiares; ii) sean mayores de 45 años sin responsabilidades familiares; iii) españoles emigran-
tes retornados; iv) trabajadores que han recuperado la capacidad laboral; v) mayores de 52
años como puente a la jubilación, que carezcan de rentas y no encuentren empleo, con una co-
tización mínima de 15 años, al menos dos en los ocho años anteriores al hecho causante.20
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19 Así, TORUTERO PLAZA, J. L., «La protección por desempleo asistencial y otras políticas de protección por
desempleo», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía Social.
Madrid, 2023, p. 153.
20 Cuya regulación actual vino precedida de la STC 61/2018, que resolvió el recurso de inconstitucionalidad 3688-
2013, interpuesto por cincuenta diputados del Grupo Parlamentario del Partido Socialista respecto del RD Ley
5/2013, de medidas para favorecer la continuidad de la vida laboral de los trabajadores de mayor edad y promover
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Al respecto, además de la crítica general a la lógica subyacente del subsidio, cotización in-
suficiente, prestación insuficiente y derivación a la pensión mínima, se ha de poner especial én-
fasis en algunos desfases de la normativa en relación con el subsidio de las personas con
responsabilidades familiares, donde se computan dos veces los ingresos, los del titular del nivel
asistencial y los pertenecientes a la unidad familiar, tomando además como referencia el modelo
tradicional de familia excluyendo incluso a la pareja de hecho.

Pese a la existencia de otras políticas de protección por desempleo asistencial, como la
renta activa de inserción; el subsidio extraordinario de desempleo y el Ingreso Mínimo Vital21,
dada su incompatibilidad, se dibuja una situación en los que las personas que perdieron su em-
pleo y se encuentran en este nivel de protección social en la que han de vivir con el 80 % del
IPREM, es decir con 480 euros. 

7. LAS REFORMAS DE SEGURIDAD SOCIAL: AVANCES Y RETOS

La normativa de Seguridad Social ha estado expuesta a una presión reformista atravesada,
desde los años 80 del siglo XX, por la sostenibilidad del sistema, vaticinando desde entonces
su quiebra. Este hecho político ha motivado un intenso y extenso debate sobre cómo evitar este
abismo, dando lugar a un periodo igualmente intenso de reformas del sistema de Seguridad
Social durante el periodo 2011-2015 en el que ha existido una convergencia política consistente
en buscar este equilibrio financiero del sistema a través de la reducción de gastos.22 Sin em-
bargo, como se ha señalado con atino, los  poderes  públicos  están  obligados  a  mantener  el
Sistema  de  Seguridad  Social  que  ha  de  garantizar  «prestaciones  sociales  suficientes
ante  los  estados  de  necesidad»  (art.  41 CE) y «pensiones adecuadas y periódicamente ac-
tualizadas» que consigan «la suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad»
(art.  50 CE).23
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el envejecimiento activo. El texto de la Sentencia puede consultarse en: 
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2018-9537 
21 Un análisis extenso y detallado sobre el Ingreso Mínimo Vital en MONEREO PÉREZ, J. L., RODRÍGUEZ IN-
IESTA, G. y TRILLO GARCÍA, A. R., El ingreso mínimo vital en el sistema de protección social. Estudio de su
configuración y régimen jurídico. Laborum, Murcia, 2021.
22 De gran interés a estos efectos resulta la lectura, especialmente los epígrafes 3 y 4, de APARICIO TOVAR, J.,
«La Seguridad Social, un valor universal en un mundo incierto». El texto se encuentra disponible en
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---europe/---ro-geneva/---ilo-madrid/documents/article/wcms_548613.pdf
23 «Por lo que gran parte del debate sobre la sostenibilidad que se ha producido en los últimos años está desen-
focado.  Con la introducción del término sostenibilidad se ha lanzado a la opinión pública una duda sobre si las
pensiones están garantizadas ante los retos que suponen los cambios demográficos y la crisis económica con su
consecuencia de desempleo.  Aquí es donde ha entrado el lenguaje economicista para intentar cuestionar el me-
canismo financiero de reparto, que es propio del Sistema de Seguridad Social.  En realidad, ha sido una argu-
mentación para justificar reformas que actúan sobre los gastos del Sistema, es decir, reduciendo la cuantía de
las prestaciones, en especial de la pensión de jubilación.  Pero entonces ¿Qué pasa con la suficiencia de las
prestaciones del art.  41 CE y la suficiencia económica de los ciudadanos de la tercera edad mediante pensiones
adecuadas del art. 50 CE?  En realidad, el debate sobre la sostenibilidad está interesadamente mal planteado.
Las prestaciones (y entre ellas las pensiones), mientras no cambie la Constitución, son sostenibles porque lo
tienen que ser, porque lo ha mandado el constituyente, que es «el jefe de todo esto». No se trata de negar la
existencia de problemas, sino de solucionar los que van surgiendo. La Seguridad Social, desde su nacimiento, es
un fenomenal artificio técnico que crea un campo jurídico en el que los ciudadanos ocupan diversos papeles, ya
como sujetos protegidos, ya como sujetos obligados, se les confieren derechos y se les imponen obligaciones.
Para cumplir sus fines, el Sistema utiliza cuantiosos recursos económicos y ha de ir adaptándose a las cambiantes
circunstancias sociales mediante sucesivas reformas. El problema de la sostenibilidad debe ser visto como un
problema de medios-fines. No es lícito que de un problema de medios se desemboque en un cuestionamiento de
los fines y, por ende, de la misma institución Seguridad Social». En APARICIO TOVAR, J., «La sostenibilidad del
sistema como excusa para una reestructuración del sistema de Seguridad Social». Cuadernos de Relaciones La-
borales, vol. 33, núm. 2, pp. 289-309.
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La relación que exige la Componente 30 entre una nueva economía de cuidados y las polí-
ticas públicas de empleo tiene una afectación directa en el ámbito de la regulación de la Segu-
ridad Social. Concretamente, se señalan algunos retos que ya han encontrado una respuesta
normativa. Así, se destaca, la sostenibilidad del sistema de pensiones a largo plazo en el marco
del Pacto de Toledo como posibilidad para la erradicación de la pobreza y de la inequidad inter-
generacional. Para ello, resultan imprescindibles varias acciones que pasan, en primer lugar,
por amortiguar el gasto que genera al sistema la jubilación de los denominados baby-boomers.
En segundo lugar, por reducir el déficit de la Seguridad Social.24

Con estos dos objetivos prioritarios, se ha asistido a una intervención normativa dirigida a la
separación de fuentes de financiación del sistema de los niveles contributivo y asistencial, donde
el Estado asume la condición de financiador tanto de la asistencia sanitaria, de las prestaciones
no contributivas y de los complementos a mínimos. Se trata de un principio contenido en el
Pacto de Toledo de 1995, recogido normativamente en el art. 109 de la Ley General de la Se-
guridad Social. En este sentido, el objetivo reside en eliminar los gastos impropios derivados
de las políticas públicas de empleo; mejorar la sostenibilidad del sistema de pensiones a través
del incremento de los ingresos como parece señalar la negociación el destope de las bases
máximas25; aproximar la edad efectiva y la edad ordinaria de jubilación (excepto las actividades
especialmente penosas; ampliación de los años computables para el cálculo de la base regu-
ladora o, entre otras medidas, incentivar la jubilación demorada.

En efecto, el RD Ley 2/2023, de 16 de marzo de medidas urgentes para la ampliación de
derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un
nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones, con entrada en vigor el 1 de
abril de 2023, ha acogido la reforma en materia de Seguridad Social que exigiera el Plan de
Recuperación, Transformación y Resiliencia —Componente 30— a lo que hay que añadir los
más recientes Real Decreto 370/2023, de 16 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto
1851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla el artículo 161.bis de la Ley General de
la Seguridad Social en cuanto a la anticipación de la jubilación de los trabajadores con disca-
pacidad en grado igual o superior al 45 por ciento y Real Decreto 371/2023, de 16 de mayo, por
el que se desarrolla el régimen jurídico del complemento económico establecido en el artículo
210.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, culminando y completando las reformas adoptadas en
una primera reforma legislativa introducida por la Ley 21/2021, de 28 de diciembre; en la Ley
12/2022, de 30 de junio y en el RD Ley 13/2022, de 26 de julio.26

En relación con el objetivo de la reducción de la pobreza, la reciente normativa en la materia,
Ley 21/2021, ha derogado el Índice de Revalorización que introdujera la reforma de 2013 en la
materia a la luz de la pérdida acumulada de un 37 % del poder adquisitivo de los pensionistas,
producido como consecuencia de la introducción de la actualización fija de las pensiones de ju-
bilación del 0,25 % con independencia de la evolución de la coyuntura económica, especial-
mente en materia de inflación.  
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24 En GARCÍA ROMERO, B., «Las reformas de Seguridad previstas en el Plan de Recuperación, Transformación
y Resiliencia», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española de De-
recho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Economía
Social. Madrid, 2023, pp. 247 y ss.
25 Una reivindicación que cuenta con una larga trayectoria entre la doctrina más atenta. APARICIO TOVAR, J.,
«El “laberinto” de las pensiones, ¿soluciones falsas a un problema artificial?». Pasos a la izquierda, 19 de marzo
de 2021. El texto está disponible en https://pasosalaizquierda.com/el-laberinto-de-las-pensiones-soluciones-fal-
sas-a-un-problema-artificial/
26 Una lectura imprescindible para la comprensión de estas reformas en ROMERO RODENAS, M.ª J., «Balance
de las últimas reformas en Seguridad Social: a vueltas con la sostenibilidad», NET21, núm. 14, junio 2023.
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Se entiende oportuno, igualmente, hacer una valoración sobre las medidas del Sistema de
Seguridad Social, más allá de la Componente 30, referidas concretamente a la Componente
22, en especial en lo atinente a la reconfiguración del nivel no contributivo de la Seguridad Social
tras la entrada en escena en el año 2020 del Ingreso Mínimo Vital; a la Componente 23, basada
en las relaciones entre la Seguridad Social y el mercado laboral y, por último, las Componentes
11 y 19, relacionadas con la digitalización de la Administración.27

En relación con los contenidos más concretos de la Componente 22 ha de destacarse la in-
tención de consolidar el nivel no contributivo como mecanismo que amortigüe la pobreza de
aquellas personas que, por un motivo u otro, quedaran fuera del ámbito de actuación del nivel
contributivo. En este sentido, cabe señalar cómo en el ámbito de la experiencia española el
nivel contributivo ha estado muy condicionado por las coyunturas de las crisis económicas, te-
niendo como efecto inmediato que determinados colectivos de personas trabajadoras quedaran
expulsados de este ámbito. Es por ello, que ha de celebrarse la intención de incluir dentro del
Ingreso Mínimo Vital las prestaciones familiares de menores con discapacidad (de al menos un
33 %) o de mayores de 18 años con una discapacidad (al menos del 65 %).

Por su parte, la Componente 23, concretamente la reforma 6, ha indicado la necesidad del
«establecimiento de un mecanismo permanente de flexibilidad interna y recualificación de tra-
bajadores en transición», lo que ha sido recogido en el ordenamiento jurídico español a través
del mecanismo RED, previsto en el art. 47bis ET. Del mismo modo, resulta de particular el interés
para esta Componente, la necesaria revisión de subvenciones y bonificaciones a la contratación,
introducidas en el ordenamiento jurídico a partir del RD Ley 1/2023, de 10 de enero, de medidas
urgentes en materia de incentivos a la contratación laboral y mejora de la protección social de
las personas artistas, donde cabe destacar la apuesta decidida por la incentivación de la con-
tratación indefinida.

En última instancia, hemos de referirnos a los retos de modernización de la Seguridad Social,
ya en marcha a través de la Agencia Estatal de la Seguridad Social, en relación con el desarrollo
de la Administración electrónica para la mejora de la calidad de los servicios de gestión. En con-
creto, cabe llamar la atención sobre el uso del algoritmo con la Tarjeta Social Digital y con el
procedimiento sancionador promovido por actuación administrativa automatizada en el ámbito
de la Administración General del Estado.28

8. UNA REFLEXIÓN A MODO DE CIERRE

Las normativas sobre empleo y protección social introducida en el ordenamiento jurídico es-
pañol a partir del año 2020 han supuesto un claro cambio de tendencia. En materia de empleo,
la sensibilidad por la recuperación del principio de estabilidad en el empleo motiva una reflexión
consistente en afirmar que si bien no se puede establecer una relación, científicamente demos-
trada, entre normativa laboral y creación de empleo, a través de la concepción de la regulación
de las relaciones laborales como un lugar de degradación de condiciones de trabajo y empleo
como condición sine qua non de creación de empleo; sí se atisba una relación muy positiva
entre normativa laboral y creación de empleo, cuando ésta consiste en la mejora decidida de

DLPolíticas públicas de empleo en la Ley 3/2023...68

Doc. Labor., núm. 129-Año 2023-Vol. II. ISSN: 0211-8556. Políticas públicas de empleo..., págs. 55 a 70

27 ÁLVAREZ CORTÉS, J. C., «La Seguridad Social más allá del Componente 30 del Plan de Recuperación, Trans-
formación y Resiliencia», en AA.VV., Empleo y protección social. XXXIII Congreso Anual de la Asociación Española
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Cuenca, 25 y 26 de mayo de 2023. Ministerio de Trabajo y Eco-
nomía Social. Madrid, 2023, pp. 287 y ss. 
28 La finalidad de la Tarjeta Social Digital, modificada por RD Ley 20/2020, es la gestión de los datos de las pres-
taciones sociales públicas de contenido económico. Para un desarrollo exhaustivo de este tema, ver ÁLVAREZ
CORTÉS, J. C., «E-Administración en la Seguridad Social», en AA.VV. (López Cimbre, directora), Efectos labo-
rales, sindicales y de Seguridad Social de la digitalización. Thompson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2022, pp.
279 y ss. 
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las condiciones de trabajo y de empleo, especialmente en materia de estabilidad en el empleo
y de flexibilidad interna. Ello explicaría, aunque fuera solo parcialmente, la evolución experi-
mentada en materia de empleo en España a partir de la reforma laboral de 2021. Por su parte,
las reformas de Seguridad Social, especialmente las introducidas en marzo de 2023, parecen
atajar decididamente algunas cuestiones sobre el Sistema, sostenibilidad y poder adquisitivo,
desde la consideración de la necesidad de incrementar los ingresos de éste sin acudir a los ma-
nidos recortes de los gastos, es decir, de la protección social.
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